Proceso Ordinario Laboral 

Radicado: 66001-31-05-005-2016-00198-02
Álvaro Echeverry Concha representado por curadora sustituta Olga Echeverry Concha

vs Colpensiones 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:


Apelación 

Proceso.

Ordinario laboral

Radicación Nro:
66001-31-05-005-2016-00198-02 

Demandante: 

Álvaro Echeverri Concha

Curadora:

Olga Echeverri Concha

Demandado:

Colpensiones 

Juzgado de Origen:
Quinto Laboral del Circuito de Pereira

TEMAS:
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / NORMATIVIDAD APLICABLE / LA VIGENTE A LA FECHA DE FALLECIMIENTO DEL CAUSANTE / HIJO INVÁLIDO / DEBE REUNIR LAS CONDICIONES AL MOMENTO DE LA CAUSACIÓN DEL DERECHO / VALORACIÓN PROBATORIA DE LOS DICTÁMENES DE LAS JUNTAS DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / PUEDEN SER DESVIRTUADOS POR OTRAS PRUEBAS / NO OCURRIÓ EN ESTE CASO.
Bien es sabido que la norma que rige el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, es aquella que se encuentre vigente al momento en que se presente el deceso del afiliado o pensionado; que para el presente asunto lo fue el 16-10-1998, por lo tanto, debemos remitirnos al contenido de los artículos 46 de la Ley 100 de 1993, que exige 50 semanas cotizadas en los 3 años anteriores al deceso. (…)
Ahora, el artículo 47 de la Ley 100 ibidem consagra como beneficiarios entre otros, a los hijos inválidos que dependan económicamente del causante al momento de su muerte; mientras subsistan las condiciones de invalidez, pues en términos de la Corte Suprema de Justicia “Es en el momento del deceso que se deben reunir las dos condiciones para que el hijo adquiera el derecho: ser inválido y depender económicamente del pensionado”. (…)
… los dictámenes emitidos por las juntas de calificación de invalidez no son definitivos y en tanto son aportados al litigio se convierten en una prueba más dentro del expediente, en virtud al principio de la comunidad de la prueba, para que el juzgador valore en conjunto con los demás medios allegados en función de alcanzar la certeza sobre la invalidez de una persona. (…)

Se tiene acreditado que el demandante fue calificado con una PCL del 67.06% y como fecha de estructuración el 22-01-2001…
… la prueba allegada no desvirtúa la conclusión de Colpensiones y la Junta Regional de Calificación de Invalidez en cuanto a la fecha de estructuración por lo que no resulta posible ubicar en una data anterior al 22-01-2001, como lo pretende el recurrente la invalidez del actor…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los veintiún (21) días del mes de enero de dos mil veinte (2020), siendo las nueve y cuarenta y cinco de la mañana (09:45 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación frente a la sentencia proferida el 13 de junio de 2019 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve el señor Álvaro Echeverri Concha, quien actúa a través de curadora Olga Echeverri Concha contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, radicado 66001-31-05-005-2016-00198-02.

Registro de asistencia:

Demandante y su apoderada: 

Administradora Colombiana de Pensiones y su apoderada:

Traslado a las partes

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos atendiendo lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.

ANTECEDENTES

1. Síntesis de la demanda y su contestación

Pretende el señor Álvaro Echeverri Concha que se declare que es beneficiario de la pensión de sobrevivientes del señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros a partir del 16-10-1998 y, en consecuencia, se condene a Colpensiones al pago del retroactivo pensional, los intereses moratorios y las costas procesales.
Fundamenta sus aspiraciones en que (i) el señor Benjamín de Jesús Echverry Terreros era pensionado por vejez por parte del ISS, quien falleció el 16-10-1998, para lo cual su esposa Celmira Concha de Echeverry le fue reconocida la pensión de sobrevivientes a través de la Resolución No. 6872 de 01-01-1999; ii) dependía económicamente de sus progenitores, por cuanto había dejado de laborar a causa de la enfermedad de esquizofrenia; iii) mediante sentencia del 15-06-2001 el Juzgado Primero de Familia de Cartago, Valle decretó la interdicción judicial del demandante y nombró como curadora legitima principal a su madre y como sustituta a su hermana Olga Echeverri Concha; iv) mediante Dictamen No. 201470010II del 04-09-2014 el Grupo Médico Laboral de Colpensiones determinó como PCL el 67.06% y fecha de estructuración el 22-01-2001.   
v) a través de la Resolución GNR 77306 de 10-03-2014 Colpensiones negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por falta de pruebas, para lo cual interpuso recurso de apelación, siendo resuelta de manera negativa por medio de la Resolución GNR 320940 de 15-09-2014 en la que le indicó que no era posible reconocer la sustitución pensional de una persona que goza de la pensión de sobrevivientes; también señaló que la fecha de estructuración de su PCL fue posterior al fallecimiento de su progenitor.
vi) el dictamen rendido por Colpensiones no tuvo en cuenta los testimonios rendidos dentro del proceso de interdicción judicial y que dan cuenta que a partir del año 1992 sufre de esquizofrenia y que dejó de laborar desde el 23-02-1983, por lo que la fecha de estructuración no es desde el 22-01-2001.
La Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones se opuso a todas las pretensiones de la demanda y como razones de defensa argumentó no puede existir una sustitución pensional de alguien que esté recibiendo una pensión de sobrevivientes; también indicó que la PCL del demandante se produjo posterior al fallecimiento del pensionado fallecido. Propuso como excepciones de fondo las que denominó: “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del cobro de intereses moratorios” y “prescripción”.
2. Síntesis de la sentencia apelada
El Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira absolvió a Colpensiones de las pretensiones de la demanda y condenó en costas al demandante.

Para arribar a dicha decisión consideró que el actor no era beneficiario de la pensión de sobrevivientes toda vez que para la fecha en que falleció el señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros – 16-10-1998 – no era inválido, pues la fecha de estructuración de su invalidez fue el 22-01-2001; es decir, posterior a la data de su padre; sin que se pudiera modificar el momento en que se generó su estado invalidante toda vez que no existe prueba en el plenario que lo acredite.
3. Del recurso de apelación

El demandante solicitó la revocatoria de la decisión y en su lugar requirió declarar que la fecha de estructuración de la invalidez fue desde el 22-01-1993 y que dependía económicamente de su progenitor, pues considera que dentro del plenario existen pruebas que acreditan que antes del fallecimiento de su padre ya venía padeciendo de la enfermedad de esquizofrenia que finalmente lo condujo al estado invalidante.
CONSIDERACIONES

1.- Cuestión previa

Los fallos de la especialidad laboral están sometidos al principio de congruencia que irradia el derecho adjetivo y que se consagra legalmente en el artículo 281 del CGP, antes 305 del CPC, que se aplica por remisión del artículo 145 del CPTSS.

Quiere decir lo anterior, que los fallos de primera y segunda instancia deben guardar coherencia con los hechos y pretensiones de la demanda, la contestación y las excepciones formuladas, así como lo alegada por las partes en las etapas procesales pertinentes; sin embargo, ello no obsta para que el juez interprete el libelo, pues este es un deber conforme el artículo 55 de la Ley 270 de 1996.

Empero, existen dos excepciones al principio de la congruencia, el primero, cuando se trate de hechos sobrevinientes que ocurren posterior al escrito inicial y tienen la capacidad de afectar aspectos relacionados con los hechos y pretensiones allí planteados, los cuales deberá tener en cuenta el juez al momento de proferir la sentencia y, la segunda, las facultades extra y ultra petita
.

Al revisar el escrito de demanda, se advierte que allí se solicita como se dijo en los antecedentes, se declare que el señor Álvaro Echeverry Concha es beneficiario de la pensión de sobrevivientes del señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros a partir del 16-10-1998 y, en consecuencia, se condene a Colpensiones al pago del retroactivo pensional, los intereses moratorios y las costas procesales. 

Los supuestos fácticos en que basó su pedimento fueron en que padece de una enfermedad que lo llevó a que le dictaminaran una PCL del 67.06% con fecha de estructuración del 22-01-2001, estando en desacuerdo con esa data ya que los diagnósticos médicos, la prueba testimonial y documental que reposa en el proceso de interdicción dan cuenta que su invalidez se generó desde por lo menos el año 1992, por lo que en ese sentido también encamino su petición de pruebas y que tenían como fin demostrar que existió un error en la fecha que se estableció para dictaminar su PCL.

Colpensiones al dar contestación suscribió que el demandante no era beneficiario de la pensión de sobrevivientes, toda vez que su invalidez se generó posterior a la fecha de fallecimiento del señor Echeverry Terreros, por lo que así enfilo su defensa.  

Luego, en la audiencia del artículo 77 del CPLYSS, celebrada el 27-01-2017, al  referirse al problema jurídico que deberá ser el centro del proceso la a quo expresó, era determinar si el señor Álvaro Echeverry Concha era beneficiario de la pensión de sobrevivientes del señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros. Finalmente decretó la prueba pedida, testimonial y documental respectivamente.

Por último, en la audiencia de juzgamiento, al presentar los alegatos, el actor centró los suyos en decir que se había comprobado que la fecha de estructuración de la invalidez del demandante había sido desde el 22-01-1993 y que dependía económicamente de su padre, por lo que era beneficiario de la pensión de sobrevivientes.

Con lo mencionado se devela, que pese a que entre las pretensiones de la demanda no se solicitó que se declarara como fecha de estructuración una data diferente a la del dictamen emitido por Colpensiones, los supuestos fácticos y el material probatorio de esa parte sí iban encaminados a ese pedimento, tan así que la Jueza de primera instancia estudio si había lugar a modificar la fecha de estructuración de la invalidez; por lo que pese al error evidente de la parte actora, hay lugar a estudiar el recurso de apelación.

2.- De los problemas jurídicos.
Visto el recuento anterior, la Sala formula los siguientes:

1.1. ¿Dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes el señor Benjamín de Jesús Echeverri Terreros?
1.2. De ser afirmativa la respuesta anterior ¿el demandante es beneficiario de la sustitución pensional?
1.3. ¿Hay lugar a la condena de intereses moratorios?

1.4. ¿Operó la prescripción de las mesadas?
3. Solución a los interrogantes planteados

3.1. Pensión de Sobrevivientes

3.1.1. Fundamento Jurídico

Bien es sabido que la norma que rige el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, es aquella que se encuentre vigente al momento en que se presente el deceso del afiliado o pensionado
; que para el presente asunto lo fue el 16-10-1998
, por lo tanto, debemos remitirnos al contenido de los artículos 46 de la Ley 100 de 1993, que exige 50 semanas cotizadas en los 3 años anteriores al deceso.

Ahora, el artículo 47 de la Ley 100 ibidem consagra como beneficiarios entre otros, a los hijos inválidos que dependan económicamente del causante al momento de su muerte; mientras subsistan las condiciones de invalidez, pues en términos de la Corte Suprema de Justicia “Es en el momento del deceso que se deben reunir las dos condiciones para que el hijo adquiera el derecho: ser inválido y depender económicamente del pensionado”
.

Concretamente frente al requisito de invalidez, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia
 ha enseñado que debe acreditarse la calidad jurídica de inválido. 

Invalidez que deviene de la ausencia de capacidad laboral para su congrua subsistencia, y que para su determinación deberá acudirse al artículo 38 de la Ley 100/93, es decir, aquel que hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral, pues el Sistema de Seguridad Social diseñado por la aludida legislación, comporta un conjunto de políticas, instituciones, normas, procedimientos y técnicas que deberán integrarse armónicamente. 

Entonces la determinación de la invalidez dentro del sistema general de seguridad social integral implica el análisis de criterios de deficiencia, discapacidad y minusvalía que debe cumplir cualquier persona para alcanzar tal condición, elementos que se determinan a partir de las pruebas allegadas al proceso, entre ellas, las pruebas periciales, es decir, de contenido técnico y científico, expedidos por una autoridad competente.

Así, el artículo 41 de la Ley 100/93, modificado por el Decreto Ley 19/2012 estableció que el estado de invalidez se determina a partir del manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de la calificación. En ese sentido, dicho artículo determinó las autoridades competentes para dicha calificación en primera oportunidad, a saber el ISS, hoy Colpensiones, las ARL, las compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez, y las EPS. En segunda oportunidad, señaló a las juntas regionales y nacionales de calificación de invalidez. Así, lo ha resaltado el tribunal de cierre de la especialidad laboral
. 

No obstante lo anterior, la aludida corporación en jurisprudencia reciente ha enseñado que los dictámenes de pérdida de la capacidad laboral, en tanto emanan de una autoridad científico técnica autorizada por el legislador tienen una importancia intrínseca, y por ello, “en principio” el juez del trabajo está obligado a observarlos.

Pero señaló que los dictámenes no constituyen una prueba definitiva, incuestionable o inmodificable en el marco del proceso ordinario, ni muchos menos una prueba ad substantiam actus, pues son “una prueba más del proceso que el juez puede valorar de manera libre, dentro del marco de sus facultades de libre valoración de la prueba y libre formación del convencimiento”
, y por ello, a pesar de que la determinación del estado de invalidez tiene componentes técnicos es “el juez del trabajo el que tiene el poder jurisdiccional para establecer el estado de invalidez y todas sus variables asociadas, esto es, entre otras, el origen de la enfermedad o accidente, la fecha de estructuración y el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral”
; por lo que, el juzgador puede darle credibilidad al dictamen o someterlo a un examen crítico que le permita apartarse legítimamente de sus valoraciones. 

Al punto, la Corte Suprema de Justicia aclaró que a pesar de que el juez tiene plenas libertades para determinar la pérdida de la capacidad laboral, el ejercicio para discutir y desvirtuar las conclusiones técnicas debe ser seria, responsable y suficientemente justificada
.

Puestas de ese modo las cosas, los dictámenes emitidos por las juntas de calificación de invalidez no son definitivos y en tanto son aportados al litigio se convierten en una prueba más dentro del expediente, en virtud al principio de la comunidad de la prueba, para que el juzgador valore en conjunto con los demás medios allegados en función de alcanzar la certeza sobre la invalidez de una persona
.

Lo anterior, por cuanto los conceptos de las juntas de calificación no obligan al juez, de ser así, “ciertamente carecería de sentido la intervención de la jurisdicción laboral simplemente para dar un aval al pronunciamiento de un ente (…) Sólo el juez puede, con la fuerza que imprime a sus decisiones el instituto de la cosa juzgada, definir si hay lugar a establecer el estado de invalidez”
.

Por otra parte, el artículo 3º del Decreto 1507 de 2014 - Manuel Único de Calificación de Invalidez dispone que debe entenderse como fecha de estructuración, cuando una persona pierde su PCL y se determina “(…) con base en la evolución de las secuelas que han dejado estos (…)”. Y, que para arribar a tal conclusión, debe soportarse en la historia clínica, exámenes y ayudas diagnósticas, pero en caso de que no exista la HL se puede apoyar en la historia natural de la enfermedad.

3.2.2. Fundamento fáctico

De entra se advierte que el señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros dejó causada la pensión de sobrevivientes, como quiera que fue pensionado mediante la Resolución No. 4220 de 20-10-1988 (fl. 623 vto, CD, cdno 1), por lo que se entrará a estudiar si el señor Álvaro Echeverry Concha es beneficiario de la misma como hijo inválido.
Bien. Se tiene acreditado que el demandante fue calificado con una PCL del 67.06% y como fecha de estructuración el 22-01-2001; sin embargo, la a quo decretó como prueba de oficio una nueva calificación, la cual culminó con el dictamen No. 16261235-670 de 11-07-2018 emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez en la que modificó el porcentaje asignado a 53.50% pero mantuvo la data de estructuración. 
Entonces, como el demandante muestra su inconformidad frente la fecha en que se determinó la estructuración de la invalidez, se procederá a estudiar si con el material probatorio restante se logró desvirtuar estos dictámenes.
En efecto, al revisar la historia clínica emitida por la EPS Coomeva para los años 2007 a 2017, se tiene lo siguiente: i) el señor Álvaro Echeverry Concha sufre de esquizofrenia, obesidad no especificada, diabetes mellitus no insulinodependiente, hipertensión esencial, cardiomiopatía y enfermedad pulmonar obstructiva; ii) se encuentra en tratamiento médico psiquiátrico con el Dr. Eduardo Baena y que para el 04-01-2008, fecha en que fue valorado por control de sus patologías, el médico consignó que tenía 10 años de evolución de su enfermedad mental según lo indicado por el familiar que lo acompañó a la cita médica (fls. 305 a 446, cdno 1).
Asimismo, obra la historia clínica suscrita por el Dr. Eduardo Baena – Médico Psiquiatra, anexada como prueba en el proceso de interdicción judicial (fl. 168 a 279, cdno 1), refiere que: i) el 22-01-2001 certificó que el actor tenía un trastorno mental crónico de esquizofrenia de 8 años de evolución que le impide laborar y manejar bienes; ii) el 05-09-2013 consignó que sufre de esquizofrenia; iii) el 06-05-2014 dispuso que tenía más o menos 30 años de evolución de esa patología; iv) el 03-08-2015 señaló que el accionante consultó en una primera oportunidad en el año 1985 siendo hospitalizado en 2 momentos, pero no por esquizofrenia, sino por cambios en el ánimo, sin que especificará que ello proviene de aquella patología (fls. 475 a 486, cdno 1). 
Del recuento anterior, se advierte que el momento en el cual se diagnosticó que la patología de esquizofrenia era crónica y que le impedía laborar y manejar bienes fue el 22-01-2001, pues nótese que tan solo en esa data fue que se evidenció la incapacidad para ejercer actividades de índole laboral, ya que las demás solo hicieron referencia a la patología sin especificar dato alguna que permita evidenciar imposibilidad de trabajar, sin que devele una estructuración de la invalidez anterior; máxime que se observa de la historia clínica del año 2007 a 2017 que las cotizaciones al sistema general en salud las realizó como empleado dependiente de Seconfi Seguridad y Confianza S.A.S. muy a pesar de estar declarado interdicto desde el 2001; lo que no impide desarrollar actividad laboral.   
Ahora, con la demanda fue aportado el informe pericial del médico Dr. Aldermar Hernando Gómez Gómez, en el que se consignó que la fecha de estructuración de PCL era el 23-02-1983 (fls. 81 a 82, cdno 1); sin embargo, el mismo no cumple con lo dispuesto en el artículo 226 del CGP aplicable por remisión del artículo 145 del CPTSS, para ser apreciado, pues no acompañó los documentos que acrediten su idoneidad para su ejercicio, como tampoco los exámenes médicos y demás valoraciones que fueron utilizados para llegar a las conclusiones expuestas en el dictamen. Incluso de haberlos acompañado se llegaría a la misma conclusión en tanto su profesión es la de Médico Ocupacional y no en el área específica de la psiquiatría; aunado que dentro del mismo dictamen se partió de conjeturas, según el lenguaje allí utilizado.
De otro lado, nada aporta el concepto emitido por el Dr. Jorge Arturo Jiménez Alarcón – Psicólogo de la Universidad de Manizales (fl. 77 a 78, cdno 1), pues nótese que este es genérico al establecer que la patología comenzó desde la temprana edad, sin especificar a partir de cuándo y si ha evolucionado.
Corre con la misma suerte la prueba documental referente a las declaraciones de los hermanos del demandante (Olga, Eduardo, Gladys y María Isabel Echeverry Concha) rendidas en el proceso de interdicción adelantado ante el Juzgado Primero de Familia de Cartago, Valle, quienes dijeron que comenzó su patología desde el año 1992 (fls. 533 y ss, cdno 1), pues esta no es la prueba calificada para demostrar el momento en que se generó la invalidez, ya que no son personas que tengan conocimiento en el área de medicina, como evidencia de los generales de ley y mucho menos la prueba testimonial es la pertinente para conducir a la certeza sobre la fecha de estructuración de la invalidez.

Con fundamento en estos argumentos tampoco aporta para acreditar el hecho escrutado la declaración de la señora Luz Marina García Casas, quien adujó conocer a la familia por ser amiga de la curadora y saber del retardo del actor porque éste dejó de estudiar, sin referir el año en que ello ocurrió.
Igual cosa sucede con el dicho del señor Adolfo León Jiménez Agudelo, quien a pesar de ser médico y tratar en vida al pensionado señor Benjamín de Jesús Echeverry Terreros desde mediados del año 1990, no concretó desde cuando conoció al demandante, solo de manera genérica refirió que este padecía de un retardo, pero sin especificar que tipo de enfermedad padece y menos a partir de qué momento surgió el mismo, pues aclaró su especialidad no era la psiquiatría.
Por último, si bien milita el concepto médico de los doctores Luís Manuel Salguero y Florentino Tamayo Pérez dentro del proceso de interdicción judicial, en el que se diagnosticó que el señor Echeverri Concha sufría de esquizofrenia y que estaba en tratamiento sin especificar desde cuándo (fls. 552 a 553, cdno 1); lo cierto es que no indican a partir de cuándo comenzó el accionante a sufrir de esa enfermedad, con anterioridad al proceso de interdicción, y que le implicara la imposibilidad de laborar.
En este orden de ideas, la prueba allegada no desvirtúa la conclusión de Colpensiones y la Junta Regional de Calificación de Invalidez en cuanto a la fecha de estructuración por lo que no resulta posible ubicar en una data anterior al 22-01-2001, como lo pretende el recurrente la invalidez del actor; motivo por el cual habrá de confirmarse la sentencia de primera instancia.

En suma, a pesar de ser invalido el señor Álvaro Echeverry Concha, esta condición no es suficiente para adquirir la calidad de beneficiario por no estarlo desde data anterior al fallecimiento de su progenitor, que ocurrió en el año 1998, por lo que la dependencia que se llegaré a demostrar en vida de aquél no se originó en la invalidez, pues esta se estructuró en el año 2001, después de la muerte del padre.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se confirmará la decisión de primera instancia.

Costas en esta a cargo del demandante y a favor de Colpensiones, conforme el numeral 1° del artículo 365 del CGP al fracasar la alzada.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Segunda de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida 13 de junio de 2019 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve el señor Álvaro Echeverri Concha, quien actúa a través de la curadora sustituta Olga Echeverri Concha contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.
SEGUNDO: CONDENAR en costas en esta instancia al demandante y a favor de Colpensiones.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrada Ponente



    Magistrado
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� Ibídem. 
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